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RESUMEN 

La investigación tuvo como propósito general determinar de qué manera se vulnera 

el derecho de defensa de la víctima dentro del proceso penal peruano en la 

Provincia de Barranca, 2021. La metodología empleada tuvo un enfoque cualitativo, 

tipo básico y método inductivo; siendo el instrumento utilizado la guía de entrevistas 

y para el procesamiento de la información se utilizó el software Atlas TI.  

Los resultados obtenidos del análisis y procesamiento de las entrevistas a los 

participantes a través del software Atlas TI, se ha determinado que la falta de 

igualdad de armas de las víctimas con respecto al imputado, es la forma más 

frecuente de vulneración del derecho de defensa, reflejándose desde que la víctima 

y el imputado rinden su declaración a nivel preliminar, siendo que al imputado se le 

leen sus derechos; y a las víctimas no se les hace conocer los mismos. 

En conclusión, se ha determinado que los órganos encargados de la administración 

de justicia no garantizan de forma “efectiva” el derecho de defensa de la víctima, 

desde los actos iniciales de investigación, al no asignarle con carácter “obligatorio” 

un defensor que garantice sus derechos.  

Palabras clave: vulneración, derecho de víctimas, derecho de defensa, proceso 

penal. 
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ABSTRACT 

The general purpose of the investigation was to determine how the victim's right to 

defense is violated within the peruvian criminal process in the Province of Barranca, 

2021. The methodology used had a qualitative approach, basic type and inductive 

method; the instrument used was the interview guide and the Atlas TI software was 

used for information processing. 

The results obtained from the analysis and processing of the interviews with the 

participants through the Atlas TI software, it has been determined that the lack of 

equal arms of the victims with respect to the accused, is the most frequent form of 

violation of the right of defense, reflecting since the victim and the accused render 

their statement at the preliminary level, being that the accused is read his rights; 

and the victims are not made aware of them. 

In conclusion, it has been determined that the bodies responsible for the 

administration of justice do not "effectively" guarantee the victim's right to defense, 

from the initial acts of investigation, by not assigning him a "compulsory" defense 

counsel to guarantee his rights.  

Keywords: violation, right of victims, right of defense, criminal process. 
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I. INTRODUCCIÓN

La investigación tuvo su origen, en la inquietud de ver que a diario los entes 

encargados de administrar justicia, no garantizan el derecho de defensa de las 

víctimas durante las fases del proceso penal, como si lo realizan  con las personas 

que cometen el ilícito penal, para ello se buscó las razones por las cuales no se 

garantizaba este derecho fundamental y cuáles son los roles que deberían cumplir 

el Poder Judicial, Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú para garantizar 

ese derecho. 

A nivel internacional, en Chile existen corrientes que propugnan la 

constitucionalización de la víctima, que busca proteger sus derechos entre ellos el 

acceso a una asesoría jurídica. Peredo (2020), propone una ampliación sobre el 

concepto “víctima”, y el acceso a una defensa jurídica gratuita y universal; además 

la creación de un estatuto legal que aborde     su falta de regulación jurídica.  

En Ecuador, González (2019), señala que se hace efectivo el derecho 

fundamental a la defensa, al reunirse los requisitos esenciales y necesarios para 

que la persona investigada logre ejercitar su defensa a través de su abogado 

defensor, elaborando para ello una estrategia legal. 

En México, Zetina (2021), indica que el derecho de la víctima no solo radica en 

reclamar un resarcimiento económico por el daño que se le ha causado, sino su 

derecho también abarca a su participación activa en el proceso penal. 

A nivel nacional, a diario se cometen diversos delitos, sea de naturaleza pública o 

privada, donde al detenido o imputado, se le brindan diversas garantías para no 

vulnerarle sus derechos, omitiéndose velar por el derecho de defensa de la persona 

lesionada con la comisión de un delito, siendo que se ha hecho práctico pensar que 

la actuación de la víctima en una investigación culmina con su declaración, ello 

porque tanto el Ministerio Público como la Policía Nacional no asignan un defensor 

que garantice sus derechos. Para Mendoza (2019), el derecho de defensa es el eje 

central dentro del procedimiento penal. 

A nivel local, en la provincia de Barranca durante la investigación liminar, existe más 

incidencia en la vulneración al derecho de defensa de la parte agraviada, debido a 

que los efectivos policiales efectúan diligencias preliminares sin un defensor que 

pueda garantizar sus derechos, lo que conlleva a que se cometan irregularidades. 
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Según Huamán (2020), al no tener la víctima una participación activa dentro del 

proceso penal, deja amplia libertad a que el fiscal y el imputado puedan negociar 

libremente.  

En nuestro sistema jurídico, existen garantías constitucionales y procesales 

dictadas a favor de todo procesado en una investigación penal, una de esas 

garantías es el derecho a la defensa, el cual encuentra su protección en nuestra 

Constitución, pero dicha garantía constitucional del derecho de defensa, en la 

práctica no le asiste a la víctima, asumiendo ese rol de garantizar los derechos de 

la víctima el Ministerio Público, lo que aunado con su rol de persecutor de la acción 

penal y la carga procesal hace que esa garantía no sea absoluta ni idónea, lo que 

conlleva a que se cometan irregularidades que afectan los derechos de las víctimas. 

El numeral 14 del artículo 139 de la Const., establece como precepto del ejercicio 

judicial, el derecho a no ser desposeído del derecho a la defensa en ninguna fase 

de la investigación, en este contexto consideramos que esa garantía no  solo debe 

de alcanzar al investigado sino también por extensión a la parte perjudicada con la 

comisión del delito, por lo que la designación de un defensor debe de encontrarse 

regulado como un derecho “obligatorio” más, que debe de asistirle a la víctima.  

Por ende, la formulación del problema tiene como problema general: ¿De qué 

manera se vulnera el derecho de defensa de la víctima dentro del proceso penal 

peruano en la Provincia de Barranca, 2021? Asimismo, se tuvo como problemas 

específicos: ¿De qué forma las instituciones encargadas de la administración de 

justicia, vulneran el derecho de defensa de la víctima dentro del proceso penal 

peruano en la Provincia de Barranca, 2021?; y ¿De qué manera, la Policía Nacional, 

el Ministerio Público y el Poder Judicial, podrían garantizar la no vulneración del 

Derecho de Defensa de la víctima dentro del proceso penal? 

Respecto a justificación jurídica, esta investigación aporta un análisis sobre si se 

cumple con la protección del derecho de defensa de la víctima y si existe en nuestro 

ordenamiento jurídico, normas que velan por su no vulneración. Respecto a 

justificación teórica, esta investigación aporta el conocimiento existente sobre 

derechos esenciales favorables al agraviado, lo que conllevó a elaborar 

conclusiones y recomendaciones para garantizar su no vulneración. Sobre la 

justificación práctica, la finalidad fue que se garantice de manera automática el 
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derecho fundamental de asistencia jurídica al agraviado, durante las fases de la 

investigación, para lo cual se formuló recomendaciones para evitar se le siga 

causando indefensión. Respecto a la justificación social, se buscó la protección de 

la víctima, quien es la parte más perjudicada en la comisión de un delito, lo cual se 

podría materializar con la designación de un defensor que la asista desde que 

concurre a interponer su denuncia penal hasta que concurra a juicio oral.  

Se tuvo como objetivo general: Determinar de qué manera se vulnera el derecho 

de defensa de la víctima dentro  del proceso penal peruano en la Provincia de 

Barranca, 2021; y como objetivos específicos: Señalar de qué manera las 

instituciones encargadas de la administración de justicia, vulneran el derecho de 

defensa de la víctima dentro del proceso penal peruano; y finalmente describir en 

qué medida la Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial, podrían 

garantizar la no vulneración del Derecho de Defensa de la víctima dentro del 

proceso penal. 

Como hipótesis general se tuvo: Existe vulneración al derecho de defensa de la 

víctima en el proceso penal peruano en la Provincia de Barranca, 2021; y como 

hipótesis específicas: Las instituciones encargadas de la administración de justicia, 

vulneran el Derecho de Defensa de la víctima dentro del proceso penal peruano, al 

no asignarle un defensor que asuma su defensa en la Provincia de Barranca, 2021; 

y la implementación de medidas necesarias establecidas por la Policía Nacional, el 

Ministerio Público y Poder Judicial, garantizarían la no vulneración del Derecho de 

Defensa de la víctima dentro del proceso penal. 
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II. MARCO TEÓRICO

La investigación contó con los siguientes antecedentes a nivel internacional: 

Arias (2021), analizó la vulneración al amparo legal jurisdiccional efectivo y su 

repercusión al incumplimiento de un resarcimiento íntegro para las víctimas, el autor 

señala que en el sistema penal comparado existe protección de garantía 

constitucional de resarcimiento general a los agraviados en los ilícitos penales, lo 

cual alcanza también a los jóvenes que contravienen la ley penal. 

Andréu (2017), estudió los elementos de seguridad y peligro que todos tenemos 

contra la victimización, el autor señala que brindar atención a los agraviados no 

solo debe de abarcar el ámbito de justicia y salud, sino otros tipos de asistencia 

como educación y psicológico, de acuerdo a las necesidades que pueda requerir la 

víctima, a efectos de garantizar la recuperación oportuna de las consecuencias del 

delito. 

Gutiérrez (2021), examinó que la reparación de la víctima es vital para el enfoque 

transformador en beneficio de las mismas, el autor señala que la reparación no solo 

se enfoca en el aspecto pecuniario sino debe de abarcar otras medidas que no 

permitan dejar en indefensión a las víctimas por el perjuicio causado. 

Rocha (2021), contrastó los conceptos de persona adulto mayor y víctimas 

vulnerables por la edad, el autor señala que también deben abarcar las 

circunstancias especiales que se producen como consecuencia de la violencia 

ejercida hacia estas personas, y cuáles son las formas de violencia definidos por 

los organismos internacionales como la OMS, que se cometen contra estas 

víctimas vulnerables por la edad. 

Tikka (2021), consideró que la falta de conocimientos y de formación de las víctimas 

de trata de personas los convierte en un grupo más vulnerable, el autor señaló que 

la falta de oportunidades conlleva a que la salud mental de las víctimas se vea 

perjudicada. 

Zakaras (2021), examinó el uso de la tecnología y de qué forma estas pueden violar 

los derechos humanos, esto por la falta de capacitación del uso correcto de los 

sistemas virtuales existentes y futuros, el autor reveló que existen casos en que los 

agraviados se ven limitados a participar en declaraciones o audiencias que se 
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efectúan de manera virtual por desconocimiento de las plataformas virtuales, más 

ahora que con la pandemia COVID-19, el uso de plataforma virtuales para el acceso 

a la justicia se ha incrementado, lo cual también afecta los derechos de las víctimas. 

La investigación tuvo como antecedentes nacionales: 

Luis (2022), analizó las causas más comunes por las cuales la parte agraviada con 

la comisión de un delito no concurren a las citaciones en sede fiscal, el autor señaló 

que existen seis factores de la inconcurrencia de la víctima a las citaciones en sede 

fiscal, entre las cuales se encuentra el desistimiento de su denuncia interpuesta por 

falta de asesoría jurídica.  

Fernández (2021), estudió las causas del incumplimiento de la reparación civil, el 

autor determinó que en los procesos penales los montos por reparación civil son 

irrisorios, debido a que los agraviados no acreditan en forma adecuada el quantum 

indemnizatorio por el delito causado, ello debido a la falta de defensa técnica, 

viéndose obligado a recurrir a una vía civil donde los montos que se fijan por 

indemnización son elevados, pero que generan gastos económicos, procesos 

largos y pérdida de tiempo. 

Paredes (2019), estableció los derechos del agraviado y la modificación de nuestro 

ordenamiento procesal, el autor propugnó facultar al agraviado a interponer una 

Tutela, para impedir el quebrantamiento de sus inalienables derechos, sobre todo 

en la etapa de las investigaciones preliminares. 

Ayala (2019), cuestionó la valoración jurisdiccional para establecer un 

resarcimiento civil, el autor estableció que debe estar debidamente motivada las 

resoluciones judiciales cuando se trata de determinar una adecuada reparación civil 

por daño causado, debiendo tenerse en consideración los criterios 

jurisprudenciales, siendo que el accionar del Ministerio Público también es 

insuficiente para garantizar los derechos de las víctimas.  

Murriel (2021), investigó que en las audiencias de terminación anticipada no existe 

protección para los derechos de las agraviadas, el autor determinó que 

principalmente la carencia de un defensor imposibilita que se constituyan en actor 

civil. 
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Bullón (2018), estableció las causas de victimización secundaria, el autor analizó 

que uno de los factores de la victimización secundaria en delitos flagrantes se da 

por la exclusión de los agraviados, y ello debido a la carencia de información, 

omitiéndose en algunos casos la notificación para que concurran a las audiencias 

y en otros casos se les impide su participación, lo cual vulnera sus derechos. 

Bedón (2020), consideró que el vencimiento del ejercicio penal perjudica el 

cumplimiento a ejercer una indemnización resarcitoria, la autora informó que se 

busca la protección de la víctima de un delito por el órgano jurisdiccional, porque al 

declararse prescrita la acción penal debe existir una obligación legal del Juzgador 

a fijar una reparación civil en beneficio del agraviado, asegurándose su protección 

frente al delito cometido pero no sancionado oportunamente.  

Véliz (2018), cuestionó las relaciones jurídicas entre resarcimiento indemnizatorio, 

fallos absolutorios y sobreseimiento, el autor analizó que no existe un adecuado 

resarcimiento del perjuicio ocasionado al agraviado, ello porque se exige que la 

parte perjudicada con el delito se constituya en Actor Civil para que pueda tener 

acceso a requerir el pago de una reparación civil, lo cual vulnera sus derechos 

constitucionalmente consagrados. 

Las teorías y enfoques conceptuales se fundamentan de acuerdo a categorías, esta 

investigación se basó en dos categorías, siendo la primera categoría que se 

desarrolló: La vulneración al derecho de defensa de la víctima, iniciando la 

conceptualización del término “vulnerar”, para la R.A.E (2021), es quebrantar o 

transgredir una Ley o norma. Entendemos por vulneración de derechos, cuando se 

trata de cualquier acción u omisión de terceros que trasgredan los derechos de una 

persona.  

Cubas (2006) citado por Mendoza (2019), señaló que el derecho de defensa, 

compone uno de los derechos más esenciales de nuestro sistema procesal 

acusatorio actual, siendo la potestad de un individuo contar con la oportunidad y el 

recurso necesario de preparar su protección legal dentro del proceso donde está 

implicado. Este derecho se encuentra relacionado con el principio contradictorio y 

de equidad de armas. Garate et ál. (2022), analizó que uno de los derechos 

reconocidos internacionalmente es el derecho a la defensa, y se encuentra 
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reconocido en las Constituciones de muchos países, siendo la piedra angular de un 

proceso justo y en resguardo a los esenciales derechos de todo individuo. 

Cruz (2015), determinó que el derecho de defensa es la situación material en el 

ámbito jurídico del ejercicio de la defensa de una persona, buscando salvaguardar 

sus derechos en juicio y ante las autoridades en todos sus niveles. 

El Concepto de Víctima (subcategoría 01), de acuerdo al Decreto Legislativo N°957 

(2004) prescribe en su articulado 94°, en cuanto a “víctima” es toda persona 

claramente perjudicada con un ilícito penal o con sus resultados. Se entendió, que 

agraviado y perjudicado con un delito no siempre es la misma persona, por lo que 

sus conceptos podrían confundirse, en muchos casos podría considerarse que es 

lo mismo, sin embargo, agraviado en un delito vendría a ser el perjudicado con el 

ilícito, quien es propietario del bien jurídico lesionado; y perjudicado, es el sujeto 

pasivo quien sufre los efectos del delito, el menoscabo en su patrimonio o 

propiedad. 

Según la Declaración de los Principios Fundamentales de las Víctimas, adoptado 

en la Resolución 40/34 de fecha 29 de noviembre de 1995, se consideró “víctimas” 

a todo individuo que, en forma particular o colectiva, ha sobrellevado algún tipo de 

perjuicio, incluso se podrían considerar las lesiones tanto físicas como lesiones 

mentales, o que hayan sufrido alguna vulneración sustancial de sus derechos 

fundamentales, a causa de alguna acción u omisión en la cual se viole la ley penal 

en vigencia. 

Bovino (1996), estableció que cuando se habla de delito se debe de tener en cuenta 

que detrás de ello hay una víctima que busca protección, y un responsable que 

busca justicia, ambos amparados en la Ley. 

Víctima dentro del proceso penal (subcategoría 02), para Guglielmucci (2017), la 

conceptualización que se relacionó con los derechos fundamentales, brindó una 

serie de criterios particulares de acuerdo a cada país. Por ello, la Casación 

N°250/2020/Lima (2021), estableció que la víctima dentro del proceso penal es uno 

de sus protagonistas, y que no solo le asiste derechos económicos y resarcitorios, 

sino que goza del derecho fundamental del amparo y protección a sus derechos 

materiales, así como tiene derecho a la búsqueda de la veracidad, a conseguir un 

fallo favorable y obtener un resarcimiento por el perjuicio ocasionado.  
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La víctima dentro del proceso penal cumple con dos roles: el rol de agraviado, en 

los delitos de acción pública, cuya representación es asumida por el Ministerio 

Público, quien custodiará la protección de sus derechos esenciales; y el rol de actor 

civil, en la cual la persona asume su propia representación en un proceso penal, 

buscando ejercer la acción reparatoria por el daño que se le ha causado. En delitos 

de ejercicio particular, el ofendido es considerado querellante particular.  

Según el Decreto Legislativo N° 052, en el artículo 11° prescribe que el Fiscal esta 

ejercitado al ámbito punitivo. La persona agraviada con el delito, solo denuncia el 

hecho delictivo en su perjuicio, quedando relegada su participación a esa sola 

acción sin las mayores garantías que le pueda conceder nuestra legislación, como 

la asignación de un letrado desde que tiene participación dentro del proceso penal, 

ello porque no existe una norma que así lo establezca. 

La víctima, tiene derecho a que exista mecanismos judiciales adecuados para la 

búsqueda del resarcimiento al daño que se ha causado. Tiene derecho a un trato 

justo, en cualquier instancia y etapa del proceso, y merece un trato adecuado y 

equitativo al igual que los demás sujetos procesales. Tiene derecho al resarcimiento 

del daño ocasionado, así como se le provea de asistencia médica, social, 

psicológica, etc. Tiene derecho a una indemnización al habérsele causado un 

perjuicio que debe de ser reparado, ello a través de una indemnización resarcitoria, 

la misma que alcanza la restauración del objeto dañado o cuando sea imposible, el 

reembolso de su cuantía; y el resarcimiento de los daños originados.  

Actor civil (subcategoría 03), la figura del actor civil, nace para garantizar los 

derechos indemnizatorios por el daño causado como resultado del delito. Inga 

(2021), analizó que el actor civil resulta ser la persona lesionada, y que dentro de 

un proceso penal ejerce sus derechos procesales como: participar dentro del mismo 

y solicitar una indemnización por el daño generado por el delito. 

Por otro lado, la segunda categoría es: Proceso penal peruano, Rosas (2009), 

conceptualizó que el proceso penal peruano, es el conglomerado de acciones 

legales que se desarrollan durante las fases procesales y cuya finalidad son el 

esclarecimiento de las acciones ilícitas investigadas.  El proceso penal culmina con 

la emisión de un fallo dictado en un determinado tiempo. 
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Etapas y plazos del proceso penal (subcategoría 01), el D. Leg. N°957 en el inciso 

1 del articulado 342°, delimitó que la investigación preparatoria, caduca a los 120 

días naturales, logrando ser prorrogado hasta 60 días naturales adicionales; el 

inciso 2 nos señala que el plazo para investigaciones complejas es 08 meses y 

crimen organizado 36 meses. 

Referente a las fases de la investigación penal, está dividido en tres etapas: La 

investigación preparatoria, que incluye las acciones preliminares, cuyo plazo en 

investigaciones simples es 60 días o se puede fijar un plazo distinto, máximo 120 

días; para casos complejos 08 meses y crimen organizado 36 meses. La etapa de 

investigación preparatoria, cuya duración es para casos simples 120 días, 

prorrogable por 60 días más; para casos complejos es 08 meses, se puede 

prorrogar por 08 meses adicionales; y crimen organizado 36 meses, se puede 

prorrogar por 36 meses más. La etapa intermedia, donde el Fiscal decidirá si 

formula acusación contra el acusado o sobresee la investigación, esta etapa 

culmina con el auto de enjuiciamiento. Y el juicio oral, la cual consiste en una serie 

sucesivas de audiencias hasta concluir el debate probatorio, con la expedición de 

una sentencia condenatoria o absolutoria. 

Narrea (2014), investigó que la fase de investigación preparatoria busca acoplar 

actos de investigación tendiente a decidir si el Fiscal, formula acusación o sobresee 

la causa, y permite postular las pretensiones de las partes. 

Vulneración del derecho de defensa (subcategoría 02), según la investigación que 

efectuó Riega (2020), cuestionó que es insuficiente la regulación que existe 

relacionada al amparo a los derechos fundamentales de los agraviados, donde 

existió vulneración al trato de la víctima y donde se puede vislumbrar la poca labor 

del Estado para garantizar esta protección, recomendando que es necesario instruir 

desde los primeros años de estudios de una persona, un clima de respeto por los 

derechos propios y ajenos. 

Sánchez (2019), señaló que para que la víctima proteja sus derechos, debería ser 

sujeto legitimado a instar una audiencia de Tutela de Derechos, siendo que nuestro 

ordenamiento jurídico penal es excesivamente garantista con los investigados en 

un delito, dejando de lado al agraviado a acceder a ello. 
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Paralelamente, analizando la legislación comparada de México, la Tesis 

Jurisprudencial 1a./J. 12/2021 (11a.), resolvió que el representante de la víctima 

está autorizado a fomentar un proceso de garantía a su favor, siendo su 

fundamentación principal el debido equilibrio que debe existir entre las partes, lo 

cual permite al asesor promocionar una petición a favor del agraviado, esto incluye 

al asesor jurídico, ello con la finalidad de no dejarlo en vulnerabilidad en las 

actuaciones que realice el Poder Judicial o Ministerio Público, si se vulnera esto el 

agraviado se encontraría en una inseguridad a nivel procesal que afectaría sus 

derechos. 

Además, en la investigación preliminar existió causas comunes por las cuales la 

agraviada con la comisión de un delito no concurren a las citaciones en sede fiscal. 

Luis (2022), investigó seis factores entre los cuales se encuentran el desistimiento 

de la denuncia interpuesta, considerando que esta se debe a la falta de asesoría 

jurídica al momento de la interposición de su denuncia penal, el desconocimiento 

de sus derechos fundamentales, entre otros factores.  

Como forma de garantizar los derechos esenciales de los agraviados, fue necesario 

indicar que la vulneración de esos derechos se ven en demasía en las 

declaraciones brindadas por las víctimas en las comisarías, ya sea en calidad de 

denunciantes o agraviadas, debido a que sus declaraciones son recepcionadas sin 

presencia de un abogado público o privado que pueda orientarlas, hacerles conocer 

sus derechos y en algunas oportunidades al no ser debidamente asesoradas- casos 

de violencia familiar- se desistieron de continuar con sus denuncias, se negaron a 

ser evaluadas por el médico legista y no se sometieron a la pericia psicológica, lo 

que conllevó que la denuncia al final se archive, y ello porque no tuvieron una 

orientación desde inicios de la investigación que pueda fortalecer la vulnerabilidad 

con que se encuentra la víctima de un delito. 

Murriel (2021), analizó que durante la investigación preparatoria también se 

vulneran algunos derechos a las víctimas, siendo en la mayoría de casos en las 

audiencias de terminación anticipada, debido a que no existió protección para los 

derechos de las agraviadas por falta de asesoría jurídica, impidió que se 

constituyan en actor civil, quedando sus derechos en defensa del Ministerio Público, 

quien al llegar a un acuerdo con el imputado, muchas veces vulneró los derechos 
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de la parte perjudicada con el delito, como en los casos de agresiones por violencia 

familiar, no se fijó en la sentencia un impedimento para evitar que las agraviadas 

sean agredidas nuevamente, por cuanto en las sentencias que se dicten a su favor 

deben de estar establecidas la pena de inhabilitación contra el sentenciado. 

Ayala (2019), manifestó que durante el enjuiciamiento, se trasgredió los derechos 

del agraviado, dado que al no tener un abogado que ejerza su defensa quedó a 

potestad del Fiscal velar por sus beneficios, y en algunos casos se han dictado 

sentencia sin estar debidamente motivadas, más aún en el extremo de determinar 

o fijar una adecuada reparación civil por daño moral, si bien existen criterios 

jurisprudenciales, muchos magistrados se apartan de los mismos, aun cuando el 

Ministerio Público o el defensor de la víctima lo haya solicitado, estas carencias 

como la falta de una defensa técnica adecuada para las víctimas conllevó a que se 

le vulnere sus derechos primordiales; asimismo el accionar del Ministerio Público 

también fue insuficiente en las fases de la investigación.  

Derechos garantizables a la víctima (subcategoría 03), según Paredes (2019), a 

efectos de garantizar los derechos del agraviado, se puede modificar el Código 

Procesal Penal respecto que se faculte al agraviado a interponer una Tutela de 

derechos, para impedir el quebrantamiento de sus inalienables derechos, sobre 

todo en la etapa de las investigaciones preliminares. 

Es importante la función que cumple la víctima durante la procedimiento penal, 

debido a que fomenta la protección de los derechos que le asiste y su lucha para 

conseguir un resarcimiento por el delito y el daño causado, en esa línea de ideas 

existieron autores que consideraron la terminología de “víctimas especialmente 

vulnerables”, según su  edad, sexo, la incapacidad para defenderse, lo gravoso que 

haya sido el daño ocasionado y cuanto demora su capacidad de recuperarse de los 

efectos del delito.    Según Ramón (2020), la vulnerabilidad de la víctima radicó en 

factores que inciden sobre su edad, sexo, enfermedad, etc. 

Por otro lado, otro de los derechos que le asiste a la víctima es el pago de un 

resarcimiento por el daño ocasionado. Jiménez (2018), señaló que la reparación 

civil procedente de la comisión de un hecho ilícito, si bien no es una pena, pero 

ambas están relacionada al mismo presupuesto: La realización de un hecho ilícito. 

Rey (2016), observó que no existe mejor táctica que reparar a la víctima, lo cual 
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resultó la mejor estrategia de defensa en la mayoría de delitos, donde lo que se 

pretendió fue indemnizar a la parte perjudicada con el delito. 
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III. METODOLOGÍA

3.1 Tipo y diseño de investigación  

El tipo de enfoque utilizado en la investigación fue el cualitativo, porque estuvo 

orientada a entender e interpretar las acciones humanas. Se consideró el tipo de 

investigación básico, habiendo sido nuestro objetivo primordial buscar, obtener y 

recopilar las informaciones brindadas por nuestros participantes, no siendo nuestra 

finalidad resolver un problema o su aplicación práctica. 

Sobre el diseño de investigación fue no experimental transversal de trascendencia 

correlacional causal, ello nos permitió describir y analizar un fenómeno en un 

determinado lugar y durante un lapso de tiempo, para lo cual los participantes 

aportaron sus conocimientos y experiencias en los procesos penales, para 

determinar si hay quebrantamiento a la defensa del agraviado.  

El método empleado, fue el inductivo y el nivel explicativo. Gonzáles (2015), 

conceptualizó el método científico como la búsqueda científica, efectuado mediante 

un procedimiento riguroso, impersonal, de análisis lógico y que busca un objetivo.  

3.2 Categorías, Sub categorías y matriz de categorización 

Para identificar las categorías y subcategorías de la presente investigación, se tuvo 

en consideración las bases teóricas que nos sirvió de sustento para distinguirlas 

entre sí. Estas categorías y subcategorías fueron apriorísticas, debido a que 

surgieron antes del procedimiento de recolección de datos y nacieron de la 

búsqueda de información sobre la investigación. 

Tabla 1 

Categorías y subcategorías 

CATEGORIAS SUBCATEGORIAS 

Categoría 1: Derecho de defensa de la 

víctima  

- Concepto de víctima

- Víctima dentro del proceso penal

- Actor Civil

- Etapas y plazos del proceso

penal.
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Categoría 2: Proceso penal peruano - Vulneración del derecho de

defensa

- Derechos garantizables a la

víctima

• La Matriz de categorización se encuentra como anexo en esta investigación,

donde se ha establecido las categorías y sub categorías detalladas.

3.3 Escenario de estudio 

El escenario de estudio fue la provincia de Barranca, la cual se ubica a 190 km al 

noroeste de la ciudad de Lima; está conformado por 05 distritos: Barranca, Pativilca, 

Paramonga, Supe Pueblo y Supe Puerto. 

El espacio físico, para la recolección de información a través de nuestros 

participantes en la investigación fue en la ciudad (víctimas y abogados), Comisaría 

(efectivo policial) y Ministerio Público (fiscales), se ubicaron dentro de la jurisdicción 

de la provincia de Barranca.  

3.4 Participantes 

Se tuvo como universo: Abogados Penalistas: 200, Efectivos policiales encargados 

de investigación de delito: 40, Fiscales Penales: 21; y víctimas: 500 personas 

aproximadamente.  

Como participantes en la investigación, se contó con la participación de personas 

que tienen la calidad de víctimas y profesionales cuyo ámbito de labor es el derecho 

penal y/o procesal penal en el siguiente orden:  

Tabla 2 

Participantes y código 

PARTICIPANTES CÓDIGO 

02 fiscales penales, de Barranca. P01 y P02 

02 abogados penalistas, de Barranca. P03 y P04 

01 efectivo policial encargado de 

investigación de delito, de Barranca. 

P05 
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02 víctimas, de Barranca. P06 y P07 

Tabla 3 

Nombre de los participantes y códigos 

NOMBRE PARTICIPANTE CÓDIGO 

PARTICIPANTE 

José Ernesto Coca Caycho P01 

Elio Erick González Ventura P02 

Carlos Raúl Rabanal Torres P03 

Jhoana Marilyn Silva Robles P04 

Gilberto Marino Cuya López P05 

Elsa Penadillo Luna P06 

Yessika Luz Aguirre Silva P07 

3.5 Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

3.5.1 Técnicas 

La técnica de recolección de datos, utilizada en la investigación fue la entrevista. 

Díaz et ál. (2013), conceptualizó el término entrevista como un instrumento de 

carácter técnico y de una gran utilidad en las investigaciones con enfoques 

cualitativos, importantes para recabar datos. 

3.5.2 Instrumentos 

El Instrumento de recolección, que se empleó en la investigación fue la Guía de 

Entrevista, la cual fue proyectado a los partícipes, absolviendo las interrogantes de 

acuerdo a su libre voluntad. El cual consistió en un documento que contiene 

redactadas preguntas que se utilizaron en las entrevistas. 

Gómez (2017), determinó que la utilización de la técnica de la entrevista y el 

instrumento de la guía de entrevista, usado ambas en profundidad, fueron los 

instrumentos idóneos para las investigaciones con enfoques cualitativos. 
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3.6 Procedimientos 

La investigación inició con la formulación de un tema a investigar, se realizó una 

averiguación previa sobre si sería factible recopilar los datos suficientes para una 

investigación científica, luego se acopió toda la información necesaria para los 

antecedentes y bases teóricas, y se elaboraron los cuadros de validez de contenido, 

los mismos que fueron evaluados por Juicio de 03 expertos, con la aprobación de 

los cuadros de validez se elaboraron las Guías de entrevistas por cada categoría, 

las mismas que fueron aplicadas a los participantes, lo que nos permitió determinar 

si se vulnera el derecho de defensa de los agraviados dentro de las fases de 

investigación penal.  

Posteriormente, se efectuó una interpretación de los datos obtenidos en las 

entrevistas efectuadas y se procedió con el procesamiento a través del software 

ATLAS TI, lo que permitió arribar a conclusiones y recomendaciones en la 

investigación.  

3.7 Rigor científico 

Guba y Lincoln (1981) citado por Rada (2006), determinó que la rigurosidad de los 

criterios en investigaciones cualitativa está establecida en base a los siguientes 

aspectos:  

a) Credibilidad: La investigación se efectuó con las entrevistas y conversaciones

desarrolladas a cada uno de los participantes, obteniéndose su pensar y sentir de 

la información que se les solicitó, de lo cual se consiguió datos e información 

creíbles e irrefutables, ello en razón que 05 de los participantes son profesionales 

en sus respectivas áreas y 02 son agraviadas que sufrieron desprotección en su 

defensa, habiéndose utilizado el software ATLAS TI para el procesamiento de los 

datos obtenidos.  

b) Transferencia o aplicabilidad: De acuerdo a la información obtenida, se podría

extender los resultados de la investigación a otras poblaciones, sin embargo, en la 

investigación en concreto solo se centró en las víctimas vulneradas en su derecho 

de defensa.   

c) Dependencia o consistencia lógica: La recolección de datos fue efectuada con

los medios técnicos idóneos, que permitieron la no manipulación errada de la 

información obtenida, siendo el resultado veraz, claro y coherente, lo que permitiría 
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comprobar la estabilidad de los resultados obtenidos por otros intelectuales o en 

otro tiempo. 

d) Auditabilidad o confirmabilidad: La investigación se ciñó a todos los lineamientos

establecidos para una correcta recopilación de la información, se utilizó las técnicas 

e instrumentos adecuados, por lo que es factible que otro investigador pueda seguir 

las pautas de la investigación y obtener conclusiones similares. 

3.8 Método de análisis de datos 

La investigación se ha realizado a través de la técnica de recolección de datos, de 

las cuales se realizaron las entrevistas a los participantes, los cuales están 

compuesto por 05 profesiones y 02 víctimas. Para el proceso de la investigación 

que se realizó, se manejó la técnica inductiva para obtener resultados individuales 

y sintéticas, también se utilizó el método explicativo, para detallar el objetivo de la 

investigación. El diseño que se empleó es no experimental-transversal, se observó 

el fenómeno de la problemática de la vulneración del derecho de defensa de las 

víctimas. 

Asimismo, en la investigación se utilizó el software ATLAS TI, para el 

procesamiento y análisis de las entrevistas practicadas a los participantes, y así se 

arribó a conclusiones de manera coherente y lógica. Gauchi (2017), investigó que 

los métodos de análisis de datos aportaron cuestiones metodológicas que 

contribuyeron al campo de lo metodológico y el debate. 

3.9 Aspectos éticos 

Se contrastaron las fuentes de información de la investigación, se utilizó para citas 

y referencias las normas internacionales del sistema APA de la 7ª. Edición, con lo 

cual se cumplió con respetar el derecho de autor de los materiales consultados.  

Asimismo, se tomó en consideración la Ley Nº 28613, Ley del Consejo Nacional de 

Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (CONCYTEC), la Ley Universitaria 

N° 30220, la Guía de Elaboración de Trabajo de Investigación y Tesis para la 

obtención de Grados Académicos y Títulos Profesionales y el Código de Ética en 

investigación de la Universidad César Vallejo. 

También, con respecto a los participantes, se respetó su consentimiento para las 

respuestas a las entrevistas formuladas. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

4.1 Resultados 

Luego de analizado la información recabada de los participantes a través de las 

entrevistas y aplicando el software ATLAS TI versión 2022, se procedió a analizar 

los resultados en concordancia con nuestro objetivo general el cual buscó 

determinar de qué manera se vulnera el derecho de defensa de la víctima dentro 

del proceso penal peruano en la Provincia de Barranca, 2021; para lo cual se 

analizó la red semántica de la figura 1. 

Figura 1  

Categoría 1, Derecho de defensa a la víctima. 
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Interpretación: 

En la figura N° 1 se visualizó la categoría: Derecho de defensa de la víctima (color 

anaranjado), también se pudo observar algunas apreciaciones u opiniones de las 

respuestas de los entrevistados, las mismas que tienen relación con esta categoría 

y se entrelazan entre sí, formando una red ad hoc. 

De los resultados y de lo analizado en las entrevistas a los participantes a través 

del software ATLAS TI, se alcanzó a determinar que la manera más frecuente de 

vulnerar el derecho de defensa de la víctima dentro del proceso penal peruano, es 

debido a la falta de igualdad de armas con respecto al imputado, lo cual se reflejó 

desde el momento en que ambos rinden su declaración a nivel preliminar, siendo 

que al imputado obligatoriamente se le leen sus derechos, sin embargo a la víctima 

no se le hace conocer los derechos que le asisten durante todo el proceso penal, 

desconociendo los mismos hasta la culminación de su proceso.  

Se logró establecer que las víctimas de delitos sexuales son las únicas a las que 

se les protegió su derecho de defensa, asignándole un defensor que veló por la 

protección de sus derechos, ello al ser delitos de connotación social y en muchos 

casos en agravio de menores de edad, el estado buscó protegerlas debido a la 

gravedad del hecho y al estado de vulnerabilidad de la víctima, amparados en 

nuestra constitución política que prescribe que se protege de forma primordial a la 

mujer y al niño; lo cual no sucedió con las víctimas de otros delitos, las cuales 

participaron en diligencias, declaraciones y audiencias sin un defensor que les 

asista o garantice sus derechos, ello porque carecieron de recursos económicos.  

Asimismo, hubo víctimas que merecieron mayor protección por su estado de 

vulnerabilidad a consecuencia del delito, esto en los sucesos de violencia contra 

las mujeres, menores de edad y/o su entorno familiar, y los delitos de violencia 

sexual, estas víctimas se encontraron vulnerables ante su agresor o su círculo 

cercano, quienes buscaron la forma de inducir a la víctima a desistirse de su 

denuncia interpuesta; de esta forma se evitaría los desistimientos si la víctima 

tuviera una defensa legal desde la interposición de su denuncia, y esta defensa 

podría impulsar el proceso ante la instancia policial, fiscal y judicial.  

En el aspecto moral, la víctima con una defensa legal se sentiría protegida, se 

evitaría que sean coaccionadas y amedrentadas por su agresor; siendo otro factor 
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de desistimiento de las denuncias por parte de la víctima la demora en las 

investigaciones lo cual las dejó bajo la influencia del agresor o sus familiares. De la 

misma forma, debió protegerse el estado de afectación psicológica de la víctima, 

su medio social, el desinterés de los entes encargados de la administración de 

justicia tanto a nivel policial, fiscal y judicial, para procurar un apoyo integral y evitar 

la impunidad en los delitos. 

Por otro lado, la víctima tiene derecho a una reparación civil justa y conforme al 

perjuicio causado, en las entrevistas que se formuló dos de los participantes han 

señalado que las víctimas muchas veces en sede fiscal, no presentan la 

documentación respectiva para que el Fiscal justifique la solicitud de una reparación 

civil proporcional al daño causado; ante ello consideramos que no existe una 

excusa legal debido a que el Ministerio Público como titular de la acción penal y al 

verificar un daño a consecuencia de un delito, se deduce que se ha generado un 

daño moral y daño a la persona, cuya cuantía es invalorable, así como se debió 

establecer si se generó un daño emergente y lucro cesante, debiéndose estimar 

que la penalidad va relacionada con la reparación civil.  

Otro de los derechos que se analizó y que debe de asistirle a las víctimas es un 

apoyo integral, ello debido a que la víctima no solo requiere de apoyo legal, sino 

también de soporte psicológico, ayuda moral, acompañamiento en todo el proceso 

y garantizar ante las autoridades respectivas que se cumpla ello. 
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Figura 2  

Subcategoría 1, víctima dentro del proceso penal peruano. 

Interpretación: 

En la figura N° 2 se visualizó la subcategoría 1: víctima dentro del proceso penal 

peruano (color verde), también se pudo observar algunas apreciaciones u opiniones 

de las respuestas de los entrevistados, las mismas que tienen relación con esta 

subcategoría y se entrelazan entre sí, formando una red ad hoc. 

De la figura N° 2, se pudo vislumbrar el papel de la víctima dentro del proceso penal 

peruano, algunos tratadistas señalaron que la víctima es un protagonista, y que 
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dentro de sus roles como agraviado y actor civil, le asisten una serie de derechos, 

sin embargo lo que debe cautelar el Ministerio Público es su presencia en las 

declaraciones de las víctimas y en todas las diligencias donde participe la misma, 

debiendo existir una norma que señale la obligatoriedad de la asignación de un 

defensor para todas las víctimas sin distinción del delito y la prohibición de efectuar 

alguna declaración, diligencia o audiencia sin la presencia del mismo.  

Además, la defensa de los intereses del agraviado, si bien fue asumido por el 

Ministerio Público, quedó supeditado a la reparación civil que pueda solicitar el 

mismo, que en muchos casos es irrisoria y no proporcional con el daño causado. 

Igualmente, la víctima constituida en Actor Civil, se vio sometida a trámites 

engorrosos desde el momento en que se constituye en Actor civil, habiendo 

señalado los participantes que dicho mecanismo para solicitar su constitución debe 

agilizarse, ser automático y evitarse las formalidades; debiendo ampliarse el plazo 

que prescribe nuestro ordenamiento jurídico, para la constitución en Actor Civil por 

parte de la víctima, pudiendo ser hasta antes del Juicio Oral. Por otro lado, la 

constitución en Actor Civil de la víctima dentro del proceso penal, no le garantiza 

que culminado su proceso penal se le fije una indemnización justa y proporcional al 

perjuicio ocasionado, ello porque en un juicio el juzgador tiene facultad discrecional 

en sus decisiones. 
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Figura 3  

Categoría 2, proceso penal peruano. 

Interpretación: 

En la figura N°3 se visualizó la Categoría 2, Proceso penal peruano (color rojo), 

también pudo observar algunas apreciaciones u opiniones de las respuestas de los 

entrevistados, las mismas que tienen relación con esta categoría y se entrelazan 

entre sí, formando una red ad hoc. 

Se procedió a analizar los resultados en concordancia con el objetivo específico 1, 

el cual buscó señalar de qué manera las instituciones encargadas de la 
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administración de justicia, vulneran el derecho de defensa de la víctima dentro del 

proceso penal peruano, para lo cual se analizó la red semántica de la figura 3. 

Las instituciones encargadas de la Administración de Justicia como la Policía 

Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial, en sus distintos ámbitos 

vulneraron el derecho de defensa de las víctimas en las distintas etapas procesales. 

Los participantes en su mayoría, opinaron que en la investigación preliminar existió 

mayor incidencia en la vulneración de los derechos de la víctima, asimismo 

señalaron que no siempre son convocadas a participar en las diligencias 

preliminares como declaraciones, inspecciones, visualizaciones, etc.; y cuando si 

fueron notificadas para participar en dichas diligencias, lo realizan sin presencia de 

un defensor lo cual vulneró su derecho de defensa y de igualdad de armas con el 

imputado, a quién desde inicios de la investigación fue provisto de una defensa que 

garantice sus derechos, señalándose que esta desigualdad en algún momento 

pudo ser considerado como un acto discriminatorio hacia la víctima.  

Durante la etapa de Investigación Preparatoria, quien asumió el rol de garantizar y 

proteger los derechos de la víctima es el Ministerio Público, los participantes en su 

mayoría señalaron que el Ministerio Público se encontró limitado a interponer todos 

los recursos procesales a favor de la víctima, como por ejemplo requerir la 

constitución en Actor Civil del agraviado, interponer recursos impugnatorios a favor 

de la víctima, o presentar una tutela de derecho a favor del agraviado, etc.; en razón 

a su rol de persecutor de la acción penal y defensor de la legalidad, que aunado a 

la carga procesal, hace que esa garantía de protección y defensa no sea absoluta 

ni idónea, lo cual conllevó en la práctica a que se cometieran irregularidades que 

afectó los derechos de la víctima.  

Asimismo, en Juicio Oral se vio en forma cotidiana que se arriba a salidas 

alternativas, en algunas oportunidades con presencia o sin presencia de la víctima, 

en la mayoría de los casos la víctima no cuenta con defensa pública ni particular 

que garantice sus derechos en esta fase, lo cual generó que se le vulnere su 

derecho de defensa y a un justo resarcimiento, al existir la posibilidad de arribar a 

salidas alternativas que no cumpla con las expectativas de un resarcimiento 

económico proporcional al daño causado. Propusieron los participantes que debe 

existir un marco normativo con respecto a un resarcimiento a favor de la agraviada, 
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quien algunas veces al contratar una defensa particular le genera más menoscabo 

económico, siendo que su finalidad fue el constituirse en actor civil oportunamente, 

participar activamente en el proceso y buscar un resarcimiento razonable.  

Parte de la vulneración, radicó que en muchas oportunidades en las salidas 

alternativas, al acusado se le brindó demasiadas facilidades de pago con respecto 

a la reparación civil, fijándolas en demasiadas cuotas, en otros casos para arribar 

a un acuerdo se les redujo la reparación civil, o se fijó una reparación civil irrisoria, 

lo cual al haber precluido la etapa intermedia, no existió la posibilidad de su 

incremento en juicio oral. 
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Figura 4 

Subcategoría 2, vulneración al derecho de defensa. 

Interpretación: 

En la figura N° 4 se visualizó la subcategoría 2: Vulneración al derecho de defensa 

(color azul), se observó algunas apreciaciones u opiniones de las respuestas de los 

entrevistados, las mismas que tienen relación con esta subcategoría y se 

entrelazan entre sí, formando una red ad hoc. 

Se procedió a examinar los resultados en concordancia con el objetivo específico 

2, el cual buscó describir en qué medida la Policía Nacional, el Ministerio Público y 



27 

el Poder Judicial, podrían garantizar la no vulneración del Derecho de Defensa de 

la víctima dentro del proceso penal. 

Del resultado de las entrevistas efectuadas, se logró establecer que existen formas 

de garantizar la no vulneración del derecho de defensa de las víctimas, las mismas 

que versaron sobre el respeto irrestricto de los plazos procesales, lo que conllevaría 

a un resarcimiento oportuno y que la víctima pueda recuperarse de los efectos del 

delito, evitándose retrasos excesivos o indebidos. Siendo una garantía 

constitucional el derecho de defensa, prescrito en el artículo 139, numeral 14 de la 

Constitución Política del Perú, articulado que no incluyó a la víctima en forma 

expresa ni tácita, por lo que pretender una modificatoria o reforma constitucional 

sería debatible, pero más accesible sería un proyecto de Ley que incluya a la 

víctima en todos sus contextos y la verificación de su cumplimiento en todas las 

instancias.  

Asimismo, la mayoría de los participantes señalaron que uno derechos 

garantizables a la víctima es el derecho a la defensa, que va de la mano con la 

tutela procesal efectiva; considerándose que debería expedirse una norma que 

impida efectuar diligencias sin la participación de un letrado que garantice sus 

derechos, dicha norma sería de carácter obligatorio y de fiel cumplimiento por todos 

sin distinción. 

Por otro lado, otra forma de garantizar la no vulneración del derecho de defensa de 

la víctima, es la implementación por parte del estado de una tabla sobre la 

valorización de la reparación civil, de acuerdo al delito y a la gravedad de los 

hechos; también que se fije una reparación civil proporcional con el daño 

ocasionado y ante una eventual salida alternativa se evalúe criterios para fijar 

cuotas y el impedimento de la reducción de la reparación civil en juicio oral.  
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Figura 5  

Nube de palabras más utilizadas en el instrumento. 

Interpretación: 

En la figura N° 5 se pudo apreciar la nube de palabras que fueron más utilizadas 

en el instrumento, siendo las palabras que más resaltaron de las empleadas en las 

entrevistas: Víctima, defensa, derecho, proceso, abogado, denuncia y público. 

Concuerda esta información, con las preguntas del instrumento y con la respuesta 

de los participantes; los cuales estuvieron relacionados con el problema, las 

categorías y subcategorías de la investigación. También, se observó que el término 

que más destacó según el software ATLAS TI es “víctima”, seguida de “defensa” y 

“derecho”; esta relación evidenció la problemática de la investigación, que fue 

relacionada con la víctima y la defensa de sus derechos.  
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4.2 Discusión 

El papel de la víctima dentro del proceso penal, buscó fomentar la protección de 

los derechos que le asiste y la búsqueda de un resarcimiento justo por el daño que 

se le ha causado, habiendo sido expresado por los participantes en sus entrevistas, 

lo cual coincidió con Caraceni (2021), quien indicó que se ha visto reforzado el 

papel de la víctima dentro del proceso penal y ello debido a sus dos perspectivas: 

como destinatario de las medidas de protección dentro del proceso y juicio; y como 

sujeto activo que busca la protección de sus derechos y su integridad.  

La víctima dentro del proceso penal tiene dos roles como agraviado y actor civil, 

conceptos que se encontraron definidos dentro de nuestro ordenamiento procesal 

penal, lo cual discrepamos con Díaz y Cueto (2022), quienes señalaron que en el 

proceso penal español no se hallan definidos los conceptos de ofendidos, 

perjudicados y víctimas a pesar de las recientes reformas procesales, lo cual 

conllevó a una conceptualización genérica de “víctima”, manifestando que fue 

necesario esbozar una noción casi universal del significado de “víctima”, que las 

distinguiría también de los conceptos de acusación particular y actor civil.  

Se logró establecer de las entrevistas a los participantes, que una de las causales 

por las cuales las víctimas se desisten de sus denuncias es por la falta de asesoría 

jurídica, lo cual se evitaría si la víctima tuviera una defensa legal desde la 

interposición de su denuncia, otro factor de desistimiento fue la demora en las 

investigaciones, la cual las deja vulnerables y bajo la influencia del agresor o sus 

familiares.  

Galleguillos y Pugliese (2022), establecieron la existencia de dos factores que 

influyen en que las personas denuncien su victimización, sobre todo en víctimas de 

violencia sexual o de género, señalaron que uno de los factores es: el género de la 

víctima, influyendo en la falta de confianza en terceras personas y el miedo a no 

ser creídos, tanto en su entorno íntimo o en el Sistema de Justicia Penal; y el 

segundo factor es la edad de la víctima, el cual influyó en cómo y cuándo una 

persona procede a denunciar su victimización, siendo los niños y los adolescentes 

más propenso a contar los hechos en su agravio.  

Según Brown y Gordon (2022), las personas de la tercera edad víctimas de un delito 

tienen menos probabilidad de lograr la justicia procesal, debido a que no existe 
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dispositivos de soporte para que estas personas puedan participar activamente en 

el sistema de justicia, lo cual generó una desigualdad procesal, promoviendo que 

las autoridades amparen un auxilio especial para estas personas en estado de 

vulnerabilidad.  

Los participantes señalaron que los derechos que se les debe amparar a las 

víctimas sin distinción del delito es: el derecho de defensa, a un resarcimiento 

económico justo y un plazo razonable, lo cual no coincidió con lo investigado por 

Holder y Kirchengast (2021), quienes advirtieron que la fuerza legal de los derechos 

de las víctimas fue ambigua, no quedando claro si deben ser considerados 

estándares de servicios o derechos legales, para lo cual se debió construir un 

régimen normativo para la protección de las víctimas, que incluya los deberes de 

las entidades reguladoras para implementar esta protección, y sus 

responsabilidades al realizarlo.  

La mayoría de los participantes señalaron que las víctimas debieron estar 

asesoradas desde que interpone su denuncia hasta la conclusión del juicio oral, 

coincidiendo con Matthews (2021), que investigó un crecimiento en los abogados 

que actuaron en representación de las víctimas para reclamar sus derechos y 

ayudar a la víctima en la difícil experiencia de un juicio, en algunos casos los 

abogados de las víctimas se sintieron obligados a recurrir a los medios de 

comunicación para el reclamo en favor de la víctima, lo cual se encontraba 

restringido en ordenamientos jurídicos extranjeros. 

La búsqueda de la protección del derecho de defensa de las víctimas, fue una 

batalla a nivel internacional, Rúa (2021), estudió que la justicia transicional en 

Colombia, resultó ser un modelo de justicia de rango constitucional, que buscó la 

protección de los derechos: a obtener la verdad, búsqueda de justicia, al 

resarcimiento y no repetición. Significando, que el derecho de defensa de 

protección constitucional fue amplio, coincidiendo con Pérez (2021), quien 

determinó que la legislación relacionada al derecho de defensa buscó conservar 

una estabilidad entre esta y los derechos de las víctimas, señalándose que los 

magistrados debieron evitar una protección judicial excesiva con respecto a las 

víctimas.  

Los participantes señalaron, que la designación de una defensa para la víctima, 
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evitaría la vulneración a sus derechos, no coincidiendo con Killean (2021), quien 

escribió que un representante legal para las víctimas de agresiones sexuales no 

está permitido en el sistema acusatorio, para lo cual señaló que el Juez o Fiscal 

protegen los intereses de estas víctimas.  

Con respecto, a la asignación a la víctima de un resarcimiento económico justo con 

respecto al daño causado, Ali et ál. (2022), en su investigación estableció que hubo 

vacíos legales que regularon la compensación y restitución para las víctimas de 

delitos, cuando el juzgador da libertad al culpable o cuando el acusado carece de 

bienes para pagar la restitución, la víctima no es indemnizada debido a que el 

criminal será sentenciado a máximo un año de prisión; sugiriendo la emisión de una 

ley específica que elimine barreras burocráticas y se establezca una agencia 

integrada como apoyo a las víctimas. Asimismo, Adeyemo (2021), expresó que en 

algunas jurisdicciones de derecho consuetudinario no existe norma legal que 

conceda o deniegue un resarcimiento para víctimas.  

Los participantes han señalado, que en Juicio Oral también se vulneraron los 

derechos de defensa de las víctimas, en razón que no fueron tomadas en cuenta al 

momento de arribar a una salida alternativa, lo cual coincidió con lo expresado por 

Konradi y Ochrach (2021), quienes analizaron las vivencias de las víctimas en los 

juicios de primera instancia, que verificó que no se cumplen los derechos actuales 

de las víctimas, determinados en la ley y por las diversas jurisprudencias: como el 

derecho a la intimidad, la información, a ser notificado, estar presente y ser 

escuchado en las audiencias anteriores y durante el juicio, a participar en los 

acuerdos de culpabilidad, señalando que muchas veces los fiscales limitan a las 

víctimas a participar en juicio por la falta de manejo de sus emociones.  

Asimismo, fueron cuestionables en algunos casos los acuerdos para arribar a 

salidas alternativas, sin participación de las víctimas, coincidiendo con Turner 

(2021), el cual señaló que en otros ordenamiento jurídicos la negociación de 

culpabilidad, resultó ser un procedimiento autoritario que se llevó en forma 

reservada, sin participación de las víctimas, el público y el acusado estuvo ausente, 

justificándose que esto protege a los acusados ante posibles amenazas o para 

agilizar casos, lo que afecta a las víctimas en sus derechos e intereses. 
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V. CONCLUSIONES

Primera : se cumplió con determinar de qué manera se vulnera el derecho 

de defensa de la víctima dentro  del proceso penal peruano en la 

provincia de Barranca, 2021; dilucidándose que los entes 

encargados de la administración de justicia no garantizaron de 

forma “efectiva” su derecho de defensa, desde la interposición de 

su denuncia o actos iniciales de investigación, al no asignarle con 

carácter “obligatorio” un defensor que  garantice sus derechos, lo 

cual fue confirmado por la mayoría de los participantes en sus 

entrevistas. 

Segunda : se logró señalar de qué manera las instituciones encargadas de la 

administración de justicia, vulneraron el derecho de defensa de la 

víctima dentro del proceso penal peruano, esto al efectuar 

diligencias, audiencias y actos de investigación sin que las 

víctimas sean asesoradas por un defensor que pueda orientarlas, 

en algunas oportunidades arribaron a salidas alternativas sin 

presencia de las víctimas, fijándose reparaciones civiles que no 

resarcieron el daño causado. 

Tercera : se describió como la Policía Nacional, el Ministerio Público y el 

Poder Judicial, garantizarían la no vulneración del derecho de 

defensa de la víctima dentro del proceso penal, concretamente 

fijándose un resarcimiento económico justo, asignándole un 

defensor que garantice sus derechos; y la culminación de las 

investigaciones o proceso dentro de un plazo razonable. Con 

respecto al resarcimiento justo, el Estado debe implementar una 

tabla para valorizar la reparación civil de acuerdo al delito, a la 

gravedad de los hechos y proporcional con el daño ocasionado; y 

garantizar el respeto de su cumplimiento en todas las etapas del 

proceso, para evitar salidas alternativas que no cumplan con esos 

criterios. 
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VI. RECOMENDACIONES 

Primera : el método inductivo empleado para la investigación, fue el 

adecuado para arribar a las conclusiones generales, las cuales 

complementadas con el Atlas TI conllevó a alcanzar 

apreciaciones claras y objetivas sobre la vulneración del derecho 

de defensa de las víctimas durante el proceso penal, por lo que 

se recomienda su aplicación para similares investigaciones. 

Segunda : dentro de la investigación, se ha establecido que el instrumento 

empleado “Guía de Entrevista” aplicado a los participantes, fue 

el adecuado para recopilar la información clara, precisa y veraz 

obtenida de los participantes, las cuales fueron procesadas 

mediante el software Atlas TI y han aportado información 

relevante para el resultado y la discusión sobre la problemática 

analizada; recomendándose mejorar el instrumento empleado 

para obtener resultados similares o superiores a los arribados. 

Tercera : la vulneración del derecho de defensa dentro del proceso penal, 

no solo abarca el ámbito del imputado y la víctima, consideramos 

que este derecho podría alcanzar o tener relevancia a otros 

sujetos procesales como: los testigos y peritos. Al respecto, se 

recomienda la posibilidad de futuras investigaciones, sobre los 

“Derechos vulnerados del testigo y peritos durante el juicio oral”. 

Cuarta : se recomienda a las instituciones encargadas de la 

Administración de Justicia: Policía Nacional, Ministerio Público y 

Poder Judicial, unificar criterios doctrinales, capacitación 

permanente a los integrantes de sus instituciones; y la adopción 

de medidas necesarias prestablecidas, para erradicar y evitar la 

vulneración al derecho de defensa de la víctima durante todo el 

proceso penal. 
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ANEXO 01. MATRIZ DE CONSISTENCIA 

Título: VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA DE LA VÍCTIMA, DENTRO DEL PROCESO PENAL PERUANO, PROVINCIA DE BARRANCA, 2021 

Problemas Objetivos Categorías y sub categorías 

Problema General: Objetivo general: Categoría 1:  Derecho de defensa de la víctima. 

¿De que manera se vulnera el Derecho de Defensa 

de la víctima dentro del proceso penal peruano en la 

Provincia de Barranca, 2021? 

Determinar de qué manera se vulnera el Derecho 

de Defensa de la víctima dentro  del proceso penal 

peruano en la Provincia de Barranca, 2021. 

Sub categorías Fuente Técnica Instrumento 

Concepto de 

víctima. 

02 víctimas, 01 
efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 
Abogados penalistas. 

Entrevista Guía de preguntas de 
entrevista. 

Víctima dentro del 

proceso penal. 

02 víctimas, 01 
efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 
Abogados penalistas. 

Entrevista Guía de preguntas de 
entrevista. 

Actor civil. 02 víctimas, 01 
efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 
Abogados penalistas. 

Entrevista Guía de preguntas de 
entrevista. 

Problemas Específicos Objetivos específicos Categoría 2:  Proceso Penal Peruano. 

Sub categorías 
Fuente Técnica 

Instrumento 

PROBLEMA ESPECÍFICO 01 

¿De qué forma las instituciones encargadas de la 

administración de justicia, vulneran el derecho de 

defensa de la víctima dentro del proceso penal peruano 

en la Provincia de Barranca, 2021? 

PROBLEMA ESPECÍFICO 02 

¿De qué manera, la Policía Nacional, el Ministerio 

Público y el Poder Judicial, podrían garantizar la no 

vulneración del Derecho de Defensa de la víctima 

dentro del proceso penal? 

OBJETIVO ESPECÍFICO 01 

Señalar de qué manera las instituciones 

encargadas de la administración de justicia, 

vulneran el derecho de defensa de la víctima 

dentro del proceso penal peruano. 

OBJETIVO ESPECÍFICO 02 

Describir en qué medida la Policía Nacional, el 

Ministerio Público y el Poder Judicial, podrían 

garantizar la no vulneración del Derecho de 

Defensa de la víctima dentro del proceso penal. 

Etapas y plazos del 

proceso penal. 

02 víctimas, 01 
efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 
Abogados penalistas. 

Entrevista Guía de preguntas de 
entrevista. 

Vulneración del 

derecho de defensa. 

02 víctimas, 01 
efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 
Abogados penalistas. 

Entrevista Guía de preguntas de 
entrevista. 

Derechos 

garantizables a la 

víctima 

02 víctimas, 01 
efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 
Abogados penalistas. 

Entrevista Guía de preguntas de 
entrevista. 

Diseño de investigación: Escenario de estudio y Participantes: Técnicas e instrumentos: Rigor científico: Método de análisis de datos: 

Enfoque: Cualitativo 
Tipo: Básico 
Diseño: No experimental 
transversal.   

Escenario de estudio: Provincia de Barranca. 
Participantes: 02 víctimas, 01 efectivo policial, 02 

Fiscales penales, 02 Abogados penalistas. 

Técnicas: Entrevista 
Instrumentos: Guía de preguntas de

entrevista.

- Credibilidad
- Transferencia
- Dependencia
- Auditabilidad

- Recolección de datos.
- Observación de la problemática.
- Software ATLAS TI para
procesamiento de las entrevistas.



ANEXO 02. MATRIZ DE CATEGORIZACIÓN 

TÍTULO: VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA DE LA VÍCTIMA, DENTRO DEL PROCESO PENAL PERUANO, PROVINCIA DE BARRANCA, 2021 

PLANTEAMIENTO DEL 

PROBLEMA 

PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN CATEGORÍAS SUBCATEGORÍAS FUENTES TÉCNICAS INSTRUMENTO 

En nuestra realidad nacional, se 

cometen diversos delitos, donde se 

le brindan diversas garantías a los 

detenidos para no vulnerarle sus 

derechos, omitiéndose velar por los 

derechos de defensa de la parte 

perjudicada con la comisión de un 

delito, siendo que se ha hecho 

práctico pensar que la actuación de 

la parte agraviada culmina con su 

declaración, omitiendo los 

operadores de justicia nombrarle 

oportunamente y de manera 

obligatoria un defensor que 

garantice sus derechos desde los 

actos iniciales de la investigación 

esto es con la interposición de su 

denuncia. El artículo 139 inciso 14 

de la Constitución Política señala 

como uno de los principios de la 

función jurisdiccional, el principio de 

no ser privado del derecho de 

defensa en ningún estado del 

proceso, precepto que debe 

alcanzar por extensión a la parte 

perjudicada con la comisión del 

delito.  

PROBLEMA GENERAL 

¿De que manera se vulnera el Derecho 

de Defensa de la víctima dentro del 

proceso penal peruano en la Provincia 

de Barranca, 2021? 

OBJETIVO GENERAL 

Determinar de qué manera se vulnera el 

Derecho de Defensa de la víctima dentro  

del proceso penal peruano en la Provincia 

de Barranca, 2021. 

CATEGORÍA 01 

Derecho de defensa de 

la víctima. 

Concepto de víctima. 

- 02 víctimas. 

- 01 efectivo 

policial.

- 02 fiscales 

penales 

- 02 abogados 

penalistas. 

Entrevista. Guía de preguntas 

de entrevista. 

PROBLEMA ESPECÍFICO 01 

¿De qué forma las instituciones 

encargadas de la administración de 

justicia, vulneran el derecho de defensa 

de la víctima dentro del proceso penal 

peruano en la Provincia de Barranca, 

2021? 

OBJETIVO ESPECÍFICO 01 

Señalar de qué manera las instituciones 

encargadas de la administración de 

justicia, vulneran el derecho de defensa 

de la víctima dentro del proceso penal 

peruano. 

Víctima dentro del proceso 

penal. 

Actor civil. 

PROBLEMA ESPECÍFICO 02 

¿De qué manera, la Policía Nacional, el 

Ministerio Público y el Poder Judicial, 

podrían garantizar la no vulneración del 

Derecho de Defensa de la víctima 

dentro del proceso penal? 

OBJETIVO ESPECÍFICO 02 

Describir en qué medida la Policía 

Nacional, el Ministerio Público y el Poder 

Judicial, podrían garantizar la no 

vulneración del Derecho de Defensa de 

la víctima dentro del proceso penal. 

CATEGORÍA 02 

Proceso Penal 

Peruano. 

Etapas y plazos del proceso 

penal. 

Vulneración del derecho de 

defensa. 

Derechos garantizables a la 

víctima 



Título: 
Vulneración al derecho de defensa de la víctima dentro del proceso penal 

peruano en la provincia de Barranca, 2021 

Entrevistado: 

Cargo/ profesión/ grado académico del entrevistado: 

Institución donde labora el entrevistado: 

Objetivo general: 

Preguntas: 

1.- Desde su opinión, ¿ Cree usted que se encuentra protegido el derecho de 

defensa de la víctima dentro del proceso penal?---------------------------------------------- 

2.- Se ha tomado conocimiento que el gran porcentaje de desistimiento de 

denuncias interpuestas por las víctimas, se debe a la falta de asesoría jurídica a 

nivel preliminar, ¿Considera que, si se le asignara un defensor a la víctima en 

investigación preliminar, con carácter obligatorio, se reduciría los casos de 

desistimiento de denuncia?------------------------------------------------------------------------- 

ANEXO 03. GUÍA DE ENTREVISTA 

Categoría 1: DERECHO DE DEFENSA DE LA VÍCTIMA 

Determinar de qué manera se vulnera el Derecho de Defensa de la víctima dentro 

del proceso penal peruano en la Provincia de Barranca, 2021. 



3.- En su opinión, ¿ Considera que solo en los delitos sexuales contra menores de 

edad se protege el derecho de defensa de la víctima?, al ser delitos graves, en 

muchas ocasiones son asistidos por el CEM o MINJUS, ello debido a que muchos 

casos son de connotación social.------------------------------------------------------------------ 

Objetivo específico 1: 

Preguntas: 

4.- Desde su opinión, ¿Considera que debe de ser válido, asignarle a cualquier 

persona considerada “víctima” en un delito, un defensor desde la interposición de 

su denuncia?¿Porque?------------------------------------------------------------------------------- 

5.- Desde su punto de vista, ¿ Considera que la Policía Nacional del Perú, vulnera 

los derechos de defensa de la víctima al recepcionar denuncias, declaraciones y 

efectuar diligencias en dicho estadío sin participación de un defensor?---------------- 

6.- Se ha tomado conocimiento, que en muchos casos las víctimas consideran que 

con la interposición de la denuncia, es suficiente y no concurren a declarar debido 

al desconocimiento que tienen en materia legal. En su opinión ¿Considera que el 

Determinar de qué manera se vulnera el Derecho de Defensa de la víctima 

dentro del proceso penal peruano en la Provincia de Barranca, 2021. 



Ministerio Público vulnera los derechos de las víctimas al recepcionar denuncia de 

parte sin la participación de un defensor?------------------------------------------------------- 

Objetivo específico 2: 

 

Preguntas: 

7.- Desde su punto de vista, ¿Considera que el constituirse la víctima en Actor civil, 

es suficiente para garantizarle el derecho de defensa a la víctima, y por ende esta 

garantizado su derecho a una pretensión indemnizatoria justa?-------------------------- 

8.- Desde su opinión, ¿ Considera que la víctima para constituirse en Actor Civil, 

solo debe de manifestarlo a través de un escrito simple y sin mayores formalidades, 

y no ser exigible la firma de un letrado?--------------------------------------------------------- 

9.- En su opinión, ¿ Considera que debe modificarse y ampliarse el plazo 

establecido en el artículo 101° del CPP para que la víctima se constituya en Actor 

civil, la misma que podría ser hasta antes del juzgamiento?------------------------------- 

Describir en qué medida la Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder 

Judicial, podrían garantizar la no vulneración del Derecho de Defensa de la 

víctima dentro del proceso penal. 

---------------------------------------------
FIRMA 
D.N.I N°



Título: 

Vulneración al derecho de defensa de la víctima dentro del proceso penal 
peruano en la provincia de Barranca, 2021 

Entrevistado: 

Cargo/ profesión/ grado académico del entrevistado: 

Institución donde labora el entrevistado: 

Preguntas: 

1.- En su opinión, ¿Considera que en la etapa de investigación preliminar existe 
mayor incidencia en la vulneración de los derechos que le asisten a las víctimas?-- 

2.- En la práctica del litigio, se ha observado que en etapa de juicio oral se arriba 

a salidas alternativas, en algunas oportunidades con presencia o sin presencia de 

la víctima, en la mayoría de los casos la víctima no cuenta con defensa pública ni 

particular. Desde su punto de vista, ¿Cree usted qué, en la etapa de juzgamiento 

existe la posibilidad que se vulnere el derecho de defensa de la víctima, al existir 

la posibilidad de arribar a una salida alternativa que no cumpla con las 

expectativas de un resarcimiento económico adecuado al daño causado?---------- 

GUÍA DE ENTREVISTA 

Categoría 2: PROCESO PENAL PERUANO 

Subcategoría 01: Etapas y plazos del proceso penal. 



3.- ¿Considera que uno de los derechos que le asiste al agraviado, es la 

culminación de la investigación dentro de un plazo razonable, a efecto que se le 

pueda resarcir oportunamente por el daño causado?---------------------------------------- 

Preguntas: 

4.- En su opinión, ¿ Considera que el Ministerio Público se encuentra limitado a 

interponer todos los recursos procesales a favor de la víctima?, como por ejemplo 

solicitar la constitución en Actor Civil del agraviado, apelar el incremento de la 

reparación civil dictada en una sentencia, etc.------------------------------------------------- 

5.- Según su criterio, ¿ Considera que no contar con un defensor que pueda orientar 

y asesorar legalmente a la víctima durante el Juicio Oral, vulnera su derecho de 

defensa?------------------------------------------------------------------------------------------------- 

6.- Desde su punto de vista, ¿ Considera que debe modificarse el artículo 139, 

numeral 14 de la Constitución Política del Perú, el mismo que versa sobre el 

derecho de defensa del imputado, debiendo incluir a la víctima en todos sus 

Subcategoría 02: Vulneración del derecho de defensa. 



contextos?----------------------------------------------------------------------------------------------- 

Preguntas: 

7.- Según su opinión, ¿Cuál sería uno de los derechos garantizables a la víctima 

que merece mayor protección, el derecho a la defensa o el derecho a un justo 

resarcimiento por el daño causado?-------------------------------------------------------------- 

8.- Desde su punto de vista, ¿ Considera que el Ministerio Público garantizaría el 

derecho de defensa de la víctima, si existiera una norma que impida efectuar 

diligencias sin la participación de una defensa que garantice sus derechos?--------- 

9.- ¿Considera que la reparación civil solicitada por el Ministerio Público a favor de 

las víctimas, en muchas ocasiones es insuficiente para reparar el daño causado?-- 

Subcategoría 03: Derechos garantizables a la víctima. 

---------------------------------------------
FIRMA 
D.N.I N°



ANEXO 04. Certificado de validación de instrumentos 
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